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La pensión de sobreviviente se enmarca dentro del derecho a la seguridad social y tiene como finalidad primordial, la de satisfacer la necesidad de subsistencia económica que persiste para quien sustituye a la persona que disfrutaba de una pensión o tenía derecho a su reconocimiento, una vez producido su fallecimiento, en razón a la desprotección que se genera por esa misma causa.[…] En materia de sustitución pensional (se consagra) la posibilidad de trasmitir el derecho jubilatorio a favor de los beneficiarios del causante únicamente en dos eventos, a saber: i) cuando fallece el empleado público en goce de pensión y ii) cuando el empleado público muere con derecho a pensión sin que en efecto se haya efectuado el reconocimiento. […] [E]n principio el derecho a la sustitución pensional solo surgía para los beneficiarios de un empleado público cuando a la fecha de su fallecimiento éste había perfeccionado o consolidado completamente el derecho jubilatorio, con posterioridad el Legislador lo extendió para los casos en los que el empleado público hubiese logrado el tiempo de servicios sin reunir o completar la edad pensional, con el fin de amparar con tal medida el derecho de la familia del mismo, que por la contingencia de muerte no logró consolidar plenamente su derecho pensional. […] [P]ara acceder a la pensión de sobrevivencia, el o la cónyuge o compañera permanente, deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes presupuestos: i) Que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y ii) Que convivió con el fallecido, no menos de cinco años continuos con anterioridad a su muerte. [P]ara efectos de la pensión de sobrevivientes, está concebido el derecho a la igualdad de las uniones maritales de hecho y los matrimonios, ante la realidad sustancial equiparable para la esposa y la compañera permanente, abordada desde la concepción de la familia. […] La Corte Constitucional (…) ha sostenido que la finalidad es beneficiar a quienes realmente compartían vida con el causante, pues la pensión de sobrevivientes, como antes se ha mencionado, busca proteger a quien ha convivido permanente, responsable y efectivamente con el pensionado, de manera que lo que se ampara es una comunidad de vida estable y permanente, por oposición a una relación fugaz y pasajera. […] [S]i bien una persona puede tener un vínculo matrimonial vigente de cara a la ley, es decir, no ha disuelto su vínculo, ello no implica que no pudiese haber construido una relación marital de hecho con otra persona y es por ello, que allí se debe privilegiar los aspectos reales de la situación fáctica que se alega. Para ello deben darse los siguientes presupuestos: i) debe acreditarse la vida en común de manera permanente en los últimos cinco años del causante, ii) esa convivencia mutua debe estar revestida de los elementos de apoyo, auxilio, socorro y solidaridad, conforme se ha definió por la jurisprudencia y iii) no debe existir vida marital con la persona de la cual se predica vínculo matrimonial vigente.   NOTA DE RELATORIA: Sobre el presupuesto de la convivencia mutua, apoyo, auxilio, socorro y solidaridad ver: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo –Sección Segunda, sentencia de 1º de diciembre de 2016, radicación 66001-23-33-000-2013-00309-01(0399-16) Consejera Ponente Dra Sandra Lisset Ibarra Vélez
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Fallo de segunda instancia - Ley 1437 de 2011

I. ASUNTO
 

1. Ha venido el proceso de la referencia con el informe de la Secretaría de la Sección de 4 de mayo de 2018
, después de surtidas a cabalidad las demás etapas procesales y de establecer que no obran en el proceso irregularidades o nulidades procesales que deban ser saneadas, para decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra el fallo del 27 de julio de 2017, proferido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca que accedió a las pretensiones de la demanda. 

II. ANTECEDENTES

2.1. La demanda
2. La señora María Ofelia Chamorro Muñoz, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho consagrado en el artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, demandó a la Unidad Administrativa  Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP para que le reconozca y pague una sustitución pensional.

2.1.1 Pretensiones

a. Declarar la nulidad de las Resoluciones RDP 037427 de 14 de septiembre de 2015, RDP 010410 de 7 de marzo de 2016 y RDP 011684 de 14 de marzo de 2016, por medio de las cuales la Subdirectora y la Directora de Pensiones de Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, respectivamente, le negaron el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes con ocasión del fallecimiento del señor Emeterio Díaz Sánchez.

b. A título de restablecimiento del derecho, solicitó condenar a la entidad demandada al reconocimiento y pago de la sustitución de pensión de sobreviviente, a partir del 13 de agosto de 1988, junto con el retroactivo pensional y las mesadas adicionales de junio y diciembre que se hayan causado.
c. Igualmente, solicitó los correspondientes intereses moratorios, la indexación de las sumas reconocidas a su favor y condenar en costas y agencias en derecho a la entidad demandada.
3. Las anteriores pretensiones se sustentan en los siguientes hechos relevantes que se extraen de la demanda y de los documentos aportados con esta
:

2.1.2. Fundamentos fácticos

4. Para mayor claridad, la Sala sintetiza la situación fáctica descrita en la demanda, así:

a. Dijo que la demandante, señora María Ofelia Chamorro Muñoz, convivió con el señor Emeterio Díaz Sánchez
 desde el año 1972, tal y como consta en las diferentes declaraciones extra juico que se allegaron.

b. Informó que, antes de vivir con el causante, la demandante estuvo casada con el señor José Nelson Rivera pero el matrimonio con este último solo duró tres meses y nunca más volvió a saber de él; ni siquiera en el momento del proceso del divorcio que fue a mediados de los años noventa, actuación en la que se efectuaron publicaciones en periódico de amplia circulación para buscarlo. 
c. Precisó que la relación de la demandante con el causante siempre tuvo vocación de estabilidad y permanencia, con un reflejo de la intención legítima de hacer vida marital bajo el mismo techo, lecho y mesa, como se demuestra con las fotografías familiares que se aportaron con la demanda. 

d. Señaló que de la relación de la demandante con el causante, nacieron Claudia Lorena y Paola Andrea Díaz Chamorro, en la actualidad mayores de edad, como consta en sus registros de nacimiento.
e. Sostuvo que el causante falleció el 13 de julio de 1988 en su casa, bajo el cuidado de la causante, debido a una carsinomatosis diseminada.
f. Aseveró que mediante Resolución 22728 de 21 de abril de 1993, la entidad le reconoció al causante pensión de invalidez post-mortem y sustituyó la prestación a sus hijas Claudia Lorena y Paola Andrea pero la negó a la demandante, aduciendo que no tenía la calidad de compañera permanente y porque no demostró la dependencia económica.
g. Adujo que posteriormente, a través de la Resolución RDP 037427 de 2015, la entidad negó nuevamente el reconocimiento de la sustitución pensional, reafirmando los anteriores argumentos.

h. Informó que el 12 de noviembre de 2015, la demandante interpuso los recursos de reposición y apelación contra la anterior decisión, los cuales fueron decididos de manera negativa para sus intereses por medio de las Resoluciones RDP 010410 del día 7 y RDP 011684 de 14, ambas de marzo de 2016. 
2.1.3. Normas violadas 

a. 
Constitución Política, artículos 1°, 53, 83, 93.

b.
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: artículo 42.
c.
Decreto 1160 de 1989: artículos 5, 7, 12, 13 y 17. 

5. La demandante sustentó los cargos contra el acto acusado, de la siguiente manera:
2.1.4. Concepto de violación

a.
Señaló que la entidad demandada vulneró el derecho a la seguridad social de la demandante, pues la exigencia del estado civil de soltero excede la esfera jurídica y constituye una vía de hecho, siendo que para adquirir el derecho solo es necesario haber hecho vida marital con el causante durante el año inmediatamente anterior al fallecimiento de éste.
b.
Indicó que la decisión demandada está incursa en causal de anulación de los actos administrativos de violación directa del artículo 13 del Decreto 1160 de 1989, pues no se tuvieron en cuenta las declaraciones extra juicio aportadas por la demandante para probar su calidad de compañera permanente, de manera que la exigencia de presentar sentencia judicial de divorcio es contraria a esa norma.
c.
Alegó que la entidad desconoció el artículo 17 del Decreto 1160 de 1989, pues confundió el concepto de compañera permanente y dependencia económica y negó el derecho con fundamento en un análisis carente de lógica jurídica, pues la demandante allegó las pruebas necesarias para acceder a la sustitución pensional.

d.
Dijo que la entidad afirmó de manera equivocada que la demandante acudió a reclamar el derecho como representante de sus hijas y no solicitó el suyo, desconociendo que a ella le fue negado el reconocimiento en el año 1993, tal como se constata del contenido de la Resolución 22728 de 21 de abril de 1993, de manera que la entidad mintió cuando adujo para negar la solicitud que ella pidió la prestación después de 27 años del fallecimiento del causante y tomó ese falso hecho como un indicio de que no se encontraban conviviendo.

e.
Concluyó diciendo que la demandante es legítima beneficiaria de la sustitución, con ocasión del fallecimiento del señor Emeterio Díaz, pues convivieron por más de 16 años ininterrumpidos y lidió con él en su enfermedad hasta su muerte.
III. SENTENCIA APELADA

6. El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, profirió sentencia de 27 de julio de 2017, en la cual accedió a las pretensiones de la demandante, ordenando el reconocimiento y pago a su favor de la sustitución de pensión de invalidez, en el porcentaje correspondiente, partir del 13 de julio de 1988, con efectos fiscales desde el 2 de agosto de 2013, por prescripción trienal. Para lo anterior, tuvo en cuenta lo siguiente:

7. Definió el  problema jurídico, indicando que debía establecer si la demandante cumplía con los requisitos de convivencia y dependencia económica, exigidos en el ordenamiento jurídico vigente para ser beneficiaria de la pensión de sobreviviente del señor Emeterio Díaz Sánchez.
8. Después de exponer el régimen legal de la pensión de sobrevivientes y de la situación de la compañera permanente con vínculo matrimonial anterior, conforme al Decreto 1160 de 1989, seguidamente estudió los medios probatorios allegados al expediente.
9. Estableció que el causante falleció el 13 de julio de 1988, de manera que la situación sometida a consideración se debe resolver a la luz de los postulados establecidos en la Ley 71 de 1988 y su Decreto Reglamentario 1160 de 1989.
10. Determinó que al causante se le reconoció pensión de invalidez  post mortem en el año 1993 y que durante 16 años antes de su fallecimiento convivió con la demandante bajo el mismo techo, formando un hogar en el que nacieron Claudia Lorena y Paola Andrea Díaz Chamorro.
11. Agregó que pese a que la demandante estuvo casada antes de iniciar dicha relación con el señor José Nelson Rivera, no puede predicarse una convivencia simultánea, pues se demostró que la relación entre ella y el causante fue singular y nunca convivió con su esposo.
12. Respecto de las pruebas traídas para demostrar el derecho reclamado, valoró la declaración rendida por Héctor Fabio Enciso,  Floresmiro Hurtado Quijano, Hilda Fajardo y José Holmes Yusti, de las que dedujo que la unión de la demandante con el causante se dio bajo el mismo techo, donde procrearon a Claudia Lorena y Paola Andrea Díaz Chamorro y estableció la dependencia económica, pues el causante sustentaba el hogar con los ingresos que percibía como supervisor de obra del Instituto de Crédito Territorial.

13. Valoró las declaraciones extraprocesales en la medida en que fueron ratificadas mediante los testimonios de las misma personas que las rindieron, es decir, de Ana Isabel Girón, Jairo Antoni Lenis Díaz y Luz Dary Chamorro, quienes señalaron que la accionante y el causante convivieron desde el año 1972 en el barrio Floralia de Cali (Valle), lugar donde falleció el causante en el año 1988, que de esa convivencia nacieron dos hijas y durante todo ese tiempo ninguno de los dos tuvo convivencia simultánea con otras personas. Además, indicó que era el causante quien sufragaba los gastos del hogar.
14. Aseveró que el argumento de la entidad que sirvió de fundamento para negar el derecho perdió validez, pues se demostró la convivencia, unión y ayuda mutua entre la demandante y el causante, además de acreditarse con suficiencia la dependencia económica de la primera respecto del segundo.
15. Condenó en costas a la parte demandada, en aplicación de los artículos 188 de la Ley 1437 de 2011 y 365 del C.G.P y fijó las agencias en derecho en el 1% de las pretensiones reconocidas en la sentencia.
IV. RECURSO DE APELACIÓN

16. El apoderado de la entidad demandada solicitó que se revoque la sentencia apelada por considerar que los actos administrativos se fundamentaron en la normativa que regula la situación, pues la demandante no cumple con los requisitos legales para ser beneficiaria de la pensión de sobrevivientes que reclama.
17. Después de trascribir el contenido del artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificada por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que establece los requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes, dijo que la demandante no allegó prueba idónea que verifique la convivencia por un lapso no menor a cinco (5) años continuos con anterioridad a la muerte del causante. 
18. Puso de presente la Sentencia C-081 de 1999, providencia en la que, a su vez, se trajo a colación la sentencia proferida por la Sección Segunda del Consejo de Estado de 1° de julio de 1993 sobre sustitución pensional en la que se determinó que el propósito de la pensión de sobrevivientes es ofrecer un marco de protección a los familiares del afiliado o del pensionado que fallece y que lo ha acompañado en su dificultad, frente a las contingencias económicas derivadas de su muerte.
V. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

19. La parte demandada allega alegatos de conclusión
, donde reitera los argumentos esgrimidos en primera instancia y agrega que: «Si bien entre la señor María Ofelia Chamorro Muñoz y el señor Emerito (sic) Díaz Sánchez (Q.E.P.D.), se celebró matrimonio católico (sic), también es claro que, la actora posteriormente contrajo matrimonio con el señor José Nelson Rivera, el 4 de diciembre de 1971, y de acuerdo con la nota marginal hecha al registro civil de nacimiento de la demandante, se tiene que hubo cesación de efectos civiles del mismo, el día 20 de agosto de 1996 y la posterior liquidación de la sociedad conyugal el 13 de febrero de 1998». De lo anterior concluyó que a la fecha del deceso del causante, el 13 de julio de 1988, la demandante se encontraba casada con el señor José Nelson Rivera con sociedad conyugal vigente, y en consecuencia, no se acreditó el requisito de dependencia económica.
20. Para sustentar su posición refirió las sentencias de la Corte Constitucional T-566 de 7 de octubre de 1998 y C-088 de 1999 que han precisado la exigencia de demostrar la convivencia efectiva con el pensionado titular para obtener el derecho a la pensión sustitutiva, circunstancia que no fue acreditada pues no se probó el requisito de convivencia en los últimos cinco años de vida con el causante.
21. La parte demandante no presentó alegaciones finales.
22. Concepto del Ministerio Público: No rindió concepto en la oportunidad procesal dispuesta.

VI. CONSIDERACIONES

1. Planteamiento del problema jurídico

23. De acuerdo a lo señalado en la sentencia de primera instancia y atendiendo los motivos de oposición aducidos por la parte demandada en calidad de apelante único, en el sub-lite el problema jurídico se contrae a determinar si una persona que alega la condición de compañera permanente del causante pero que tiene un vínculo matrimonial con otra al momento del fallecimiento, puede ser beneficiaria de la pensión de sobrevivientes.

24. Definido lo anterior, en caso de ser afirmativa la respuesta, le corresponderá a la Sala establecer si la señora María Ofelia Chamorro Muñoz cumple con los requisitos necesarios para hacerse acreedora de la pensión de sobrevivientes. Para el efecto, se deberá determinar si acreditó la convivencia plena y efectiva con el señor Emeterio Díaz Sánchez (q.e.p.d.) con fundamento en las pruebas documentales y los testimonios que fueron recaudados dentro del proceso. 

25. Bajo ese contexto, la Sala decidirá el asunto sometido a su consideración en el siguiente orden: i) marco legal y jurisprudencial de la pensión de sobrevivientes; y, ii) del caso en concreto. 

1.1.1. La pensión de sobrevivientes

26. La pensión de sobreviviente se enmarca dentro del derecho a la seguridad social y tiene como finalidad primordial, la de satisfacer la necesidad de subsistencia económica que persiste para quien sustituye a la persona que disfrutaba de una pensión o tenía derecho a su reconocimiento, una vez producido su fallecimiento, en razón a la desprotección que se genera por esa misma causa.
27. La Corte Constitucional mediante sentencia C-111 de 2006, al resolver una acción pública de inconstitucionalidad interpuesta contra el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13, literal d), parcial, de la Ley 797 de 2003
, indicó que la pensión de sobrevivientes tiene por objeto impedir que ocurrida la muerte de una persona, los miembros del grupo familiar que dependían económicamente de ella, se vean obligados a soportar individualmente las cargas materiales de su fallecimiento. Lo anterior, mediante la asignación de una prestación económica que suple la ausencia repentina del apoyo financiero del causante, con el fin de evitar que su muerte se traduzca en un cambio radical de las condiciones de subsistencia mínimas de los beneficiarios de dicha prestación. 

1.1.2. Pensión de sobrevivientes en el régimen general

28. En materia de sustitución pensional los artículos 36 y 39 del Decreto 3135 de 1968
, así como 80 y 92 del Decreto 1848 de 1969
 consagraron la posibilidad de trasmitir el derecho jubilatorio a favor de los beneficiarios del causante únicamente en dos eventos, a saber: i) cuando fallece el empleado público en goce de pensión y ii) cuando el empleado público muere con derecho a pensión sin que en efecto se haya efectuado el reconocimiento.
29. El Decreto 3135 de 1968, disponía:

«Artículo 36.  Al fallecimiento de un empleado público o trabajador oficial con derecho a pensión de jubilación, sus beneficiarios, en el orden y proporción señalados en el artículo 34
, tienen derecho a recibir de la respectiva entidad de previsión la pensión que le hubiere correspondido durante dos (2) años, sin perjuicio de las prestaciones anteriores. »
30. Sobre la sustitución de pensión, el artículo 39 del Decreto 3135 de 1968, establecía:

«Sustitución de Pensión. Fallecido un empleado público o trabajador oficial en goce de pensión de jubilación, invalidez o vejez, su cónyuge y sus hijos menores de 18 años o incapacitados para trabajar por razón de sus estudios o por invalidez, que dependieren económicamente de él, tendrán derecho a percibir la respectiva pensión durante los dos años subsiguientes.»  

31. El artículo 80 del Decreto Reglamentario 1848 de 1969, determina lo siguiente: 

«Fallecimiento del empleado con derecho a pensión. Cuando fallezca un empleado oficial que hubiere causado en su favor el derecho a pensión de jubilación, por reunir los requisitos legales, sin haberla hecho efectiva en vida, ese derecho se transmite a las personas señaladas en el Artículo 92 de este Decreto
, para el solo efecto de recibir de la entidad obligada el pago de la pensión que le hubiere correspondido al causante, durante los dos (2) años a que se refiere la citada norma legal. »
32. Posteriormente, en materia de sustitución pensional se expidió la Ley 33 de 1973
, la cual señaló que para que se diera la sustitución pensional, el trabajador particular o el empleado o trabajador del Sector Público, debía estar pensionado o al momento de su fallecimiento tener el derecho a pensión de jubilación, invalidez o vejez.
33. Luego, la Ley 12 de 1975
 solo exigió que el trabajador o empleado haya completado el tiempo de servicio, de manera que si fallecía antes de cumplir la edad cronológica para tener derecho a la pensión de jubilación, había lugar a la sustitución pensional.
34. De lo anterior se infiere, que si bien en principio el derecho a la sustitución pensional solo surgía para los beneficiarios de un empleado público cuando a la fecha de su fallecimiento éste había perfeccionado o consolidado completamente el derecho jubilatorio, con posterioridad el Legislador lo extendió para los casos en los que el empleado público hubiese logrado el tiempo de servicios sin reunir o completar la edad pensional, con el fin de amparar con tal medida el derecho de la familia del mismo, que por la contingencia de muerte no logró consolidar plenamente su derecho pensional.
35. En la Constitución Política de 1991, a través de su artículo 48, se estableció que la Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio y un derecho irrenunciable, de tal manera que por la estructura de éste, es el Estado el obligado a dirigir, coordinar y controlar su efectiva ejecución.

36. Así las cosas, conforme al mencionado artículo 48 de la Carta Política
 los requisitos para el reconocimiento de la pensión de sobrevivencia, edad, el tiempo de servicio, las semanas de cotización o el capital necesario, así como las demás condiciones que señala la ley, serán los establecidos por las leyes del Sistema General de Seguridad Social. 

37. La Sala precisa que el sistema de sustitución pensional de que trataba la Ley 12 de 1975, artículo 1º, fue derogado de manera tácita por el de pensión de sobrevivientes contenido en los artículos 46 a 49 y 73 a 78 de la Ley 100 de 1993; por tanto, en la actualidad no se habla de la sustitución pensional, pues dentro del Sistema de Seguridad Social Integral establecido en la Ley 100 de 1993 que entró a regir el 1º de abril de 1994, por mandato de su artículo 151, con el mismo propósito se consagró la pensión de sobrevivientes.
38. En efecto, la Ley 100 de 1993, en su artículo 47, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003
, determinó los beneficiarios de la pensión de sobrevivencia, así: 

« Artículo 47. Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:

a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte.

(Negrillas fuera de texto) 
39. Conforme a la norma transcrita, se tiene que para acceder a la pensión de sobrevivencia, el o la cónyuge o compañera permanente, deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes presupuestos: i) Que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y ii) Que convivió con el fallecido, no menos de cinco años continuos con anterioridad a su muerte.

40. El monto de la prestación está definido en el artículo 48 de la Ley 100 de 1993, de la siguiente manera:

«El monto mensual de la pensión de sobrevivientes por muerte del pensionado será igual al 100% de la pensión que aquel disfrutaba.

El monto mensual de la Pensión total de sobrevivientes por muerte del afiliado será igual al 45% del ingreso base de liquidación más 2% de dicho ingreso por cada cincuenta (50) semanas adicionales de cotización a las primeras quinientas (500) semanas de cotización, sin que exceda el 75% del ingreso base de liquidación.

En ningún caso el monto de la pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente, conforme a lo establecido en el artículo 35 de la presente Ley»

41. Como se viene afirmando, para efectos de la pensión de sobrevivientes, está concebido el derecho a la igualdad de las uniones maritales de hecho y los matrimonios, ante la realidad sustancial equiparable para la esposa y la compañera permanente,  abordada desde la concepción de la familia.

42. Lo anterior, con fundamento en el artículo 42 de la Constitución Política que indica que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad y que se conforma por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de contraer matrimonio o por la voluntad de conformarla. 
1.1.3. Marco jurisprudencial sobre la sustitución pensional.-

43. El Consejo de Estado mediante sentencia de 24 de febrero de 2015
, reconoció una sustitución pensional a la cónyuge supérstite, estableciendo que tal reconocimiento dependerá, en cada caso, de los hechos que acrediten los interesados para acceder al beneficio, quienes tienen el deber de ejercer una adecuada actividad probatoria para tal fin, con base en los siguientes argumentos:

«Respecto al tema en particular, esta Sección ha sido particularmente cuidadosa en interpretar esta disposición en cada caso concreto, pues con base en los artículos 13, 42 y 48 de la Constitución Política, todas aquellas garantías atinentes a la Seguridad Social comprenden tanto al cónyuge como al compañero o compañera permanente en igualdad de condiciones; en esa medida cuando se presente conflicto entre los posibles titulares del derecho a la sustitución debe valorarse i) el auxilio o apoyo mutuo, la convivencia efectiva, la comprensión y la vida en común al momento de la muerte y ii) la dependencia económica de las potencialmente beneficiarias, para efectos del reconocimiento de la prestación
. 

Recordemos que la familia a la luz de la Constitución Política de 1991, es concebida como un fenómeno de la vida social que nace de la decisión libre de dos personas que procuran un proyecto en común y que merecen de la protección Estatal en condiciones de igualdad, tanto la que está constituida por el vínculo del matrimonio, como aquella emanada de la voluntad de establecer una unión marital de hecho. Por consiguiente, el reconocimiento de la sustitución pensional dependerá, en cada caso, de los hechos que acrediten los(as) interesados(as) para acceder al beneficio, quienes tienen el deber de ejercer una adecuada actividad probatoria para tal fin.» 

(Negrilla fuera del texto)

44. La Sección Segunda de esta Corporación, ratificó el anterior criterio en Sentencia de 1° de diciembre de 2016
, determinando los aspectos que se deben valorar para obtener el reconocimiento de la sustitución pensional, en los siguientes términos:

[…]

« En ese orden de ideas, resulta relevante examinar cada uno de los testimonios que se rindieron dentro del proceso, para efectos de definir el derecho de la demandante y la tercera interviniente para percibir la pensión que en vida disfrutaba el causante, atendiendo aspectos como la convivencia de familia, apoyo, auxilio, socorro y solidaridad, no sin antes señalar, que el hecho de que tan sólo se citen apartes de las manifestaciones, no significa que no se realice un estudio concienzudo e integral de las mismas.» 

[…]

45. Siendo además que la Corte Constitucional en Sentencias C-1035 de 2008 y C-658 de 2016, estableció que el objeto de la pensión de sobrevivientes es proteger a los miembros de dicho grupo del posible desamparo al que se pueden enfrentar por razón de la muerte del causante, en tanto antes del deceso dependían económicamente de aquél
 y por ello, “las características que definen la existencia de un vínculo que da origen a la familia están determinadas por la vocación de permanencia y fundadas en el afecto, la solidaridad y la intención de ayuda y socorro mutuo, como lo dispone el artículo 42 de la Carta.
”
46. Frente al requerimiento estudiado, esa corporación ha sostenido que la finalidad es beneficiar a quienes realmente compartían vida con el causante, pues la pensión de sobrevivientes, como antes se ha mencionado, busca proteger a quien ha convivido permanente, responsable y efectivamente con el pensionado, de manera que lo que se ampara es una comunidad de vida estable y permanente, por oposición a una relación fugaz y pasajera”.

47. Asimismo, es necesario tener en cuenta que la aplicación e interpretación la normatividad anteriormente citada, debe hacerse atendiendo lo previsto en la Constitución Política de 1991, a partir de la cual tomó especial importancia, bajo un marco de igualdad jurídica y social, la familia constituida por vínculos naturales, de manera que para efectos de logar su protección resulta irrelevante que su origen o fuente de conformación sea el matrimonio o unión de hecho, conforme lo ha sostenido la Corte Constitucional
.
48. Ciertamente, para efectos de determinar quién es el llamado a beneficiarse de la pensión de sobrevivientes deben primar la convivencia plena, permanente y singular, un apoyo afectivo y una comprensión por parte de la pareja. Al respecto, en cuanto a ese denominado acompañamiento permanente, la Corte Suprema de Justicia
 también ha señalado que:

« (…) se es cónyuge por virtud del matrimonio, pero no basta con la formalidad solemne de su celebración para conformar el grupo familiar protegido por la seguridad social. Esta calidad sólo se puede predicar de quienes, además, han mantenido vivo y actuante su vínculo mediante el auxilio mutuo -elemento esencial del matrimonio según el artículo 113 del C.C.- entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico y con vida en común que se satisface cuando se comparten los recursos que se tienen, con vida en común o aún en la separación cuando así se impone por fuerza de las circunstancias, ora por limitación de medios, ora por oportunidades laborales.» 

(Negrilla fuera del texto)

49. Con el anterior antecedente Jurisprudencial y con base en los artículos 13, 42 y 48 de la Constitución Política, la Sala establece que los derechos a la Seguridad Social comprenden de la misma manera tanto al cónyuge como al compañero o compañera permanente, quienes deberán acreditar que estuvieron haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y que convivieron con el fallecido, no menos de cinco años continuos con anterioridad a su muerte.
50. Conforme a lo expuesto, se tiene que para determinar el derecho a la sustitución pensional debe valorarse el auxilio o apoyo mutuo, la convivencia efectiva, la comprensión y la vida en común al momento de la muerte, que son los factores que legitiman el derecho reclamado, así como la dependencia económica de las personas  potencialmente beneficiarias.

1.1.4
De la compañera permanente con vínculo matrimonial anterior.
51. Estando en este punto, se resolverá si la compañera permanente puede ser beneficiaria de la pensión de sobrevivientes, a pesar de tener un vínculo matrimonial anterior y vigente. 
52. Al respecto, se indica que desde el punto de vista legal no se ha considerado el derecho de una compañera permanente con vínculo  matrimonial anterior; sin embargo, habrá que precisarse si, conforme lo indicó el ente previsional, el hecho de que la demandante tuviera un matrimonio vigente impide que tenga la condición de compañera permanente. Para tal efecto, vale la pena traer a colación lo expuesto por el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, en la sentencia del 12 de mayo de 2014
, en la que se indicó lo siguiente:
[…]

« Se ha dicho por parte de esta Corporación  que, por virtud del pluralismo pregonado por el constituyente es jurídicamente viable que en la actualidad las familias nazcan de dos formas. Una, por virtud de un vínculo jurídico libre y voluntariamente aceptado por los contrayentes, que puede darse como un matrimonio celebrado bajo la forma de un “contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen con el fin de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse mutuamente” (C.C. Art. 113), el que a su vez puede celebrarse bajo alguna confesión religiosa que tenga suscrito concordato o tratado de derecho internacional o convenio de derecho público con el Estado Colombiano  o ya en forma civil ante un notario público . Y, la otra forma, es la surgida de la voluntad responsable de conformar una familia  sin sujeción a ningún vínculo legal o rito religioso. La Doctrina Constitucional ha identificado, igualmente, las familias que surgen del vínculo jurídico generado a través de un matrimonio religioso o civil, y las familias cuya génesis es el consenso de la pareja que decide unirse voluntaria y responsablemente:

[…]

En cuanto a las exigencias necesarias para la conformación de una unión marital de hecho o unión permanente la Ley 54 de 1990 dispuso en su artículo 1º que por tal se tendría “la formada entre un hombre y una mujer, que sin estar casados, hacen una comunidad de vida permanente y singular. Igualmente, y para todos los efectos civiles, se denominan compañero y compañera permanente, al hombre y la mujer que forman parte de la unión marital de hecho”. Al margen de los debates actualmente adelantados en torno a los derechos de las parejas del mismo sexo por conformar este tipo de uniones, observa la Sala que los elementos definitorios de la unión permanente son: (i) La unión de un hombre y una mujer; (ii) Que esa unión tenga por fin una comunidad de vida permanente y singular, y (iii) Que no estén casados. De los mismos, el de mayor interés para la discusión jurídica surgida a raíz de este proceso es el último, cuya definición dirá mucho sobre la solución al problema jurídico que examina la Sala.
Literalmente dice el artículo 1 de la Ley 54 de 1990 que la comunidad de vida permanente y singular se genera entre los compañeros permanentes “sin estar casados”. Esta proposición jurídica reviste de cierta opacidad la comprensión de la institución de la Unión Marital de Hecho, ya que no es claro si el legislador admite esa forma de unión permanente únicamente para las parejas “sin estar casad[a]s [entre sí]” o sencillamente que no estén casados con otra persona, lo cual podría marcar significativamente el rumbo de la discusión, ya que podría decirse, con buen sentido, que sólo puede existir unión permanente entre personas que no hayan contraído nupcias, bien sea entre ellas mismas o con terceras personas. 

Esta Corporación ha encontrado más razonable la tesis de que el predicado “sin estar casados”, con que se acompaña a la comunidad de vida permanente y singular de la unión marital de hecho, se refiere a los miembros de la unión permanente, de modo que la prohibición de estar casados se refiere exclusivamente a los involucrados en la unión permanente y no a las posibles nupcias que cada uno de ellos haya contraído por separado entre ellos mismos. 

No obstante, es dable admitir, además, que ninguna incompatibilidad existe entre el matrimonio formalmente celebrado y la unión permanente en tanto instituciones que consolidan un estado civil, puesto que bajo tal perspectiva lo que se determina es la situación jurídica de la persona en la familia y en la sociedad, así como los derechos y obligaciones que para cada uno de los vinculados -bien por matrimonio o ya por unión marital de hecho- surjan con ocasión de la relación, no solo frente a la pareja sino también respecto de los descendientes y ascendientes comunes.

La posición contraria, es decir la relativa a la incompatibilidad entre esas instituciones por gozar del status de estado civil, chocaría frontalmente con el ordenamiento constitucional y legal porque dejaría sin amparo jurídico todos aquellos derechos distintos de los patrimoniales entre los compañeros permanentes, muchos de los mismos fundados en el principio de la solidaridad que subyacen en toda comunidad de vida; además, la familia surgida por la voluntad responsable de los compañeros permanentes padecería el estigma de tenerse como de segunda categoría, permítase la expresión, frente a la familia conformada por vínculos jurídicos.[…]» 
(Resalta la Sala)

53. En reciente sentencia, proferida el de 3 de mayo de 2018, el Consejo de Estado
, definió que la compañera permanente con vínculo matrimonial anterior vigente, puede ser beneficiaria de la pensión de sobrevivientes, en los siguientes términos: 

[…]

« 95.
Finalmente, de todo lo expuesto, se tiene que existe unión marital de hecho, cuando un hombre y una mujer, o dos personas del mismo sexo, que sin estar casados entre sí, hacen una comunidad de vida permanente y singular. Igualmente, y para todos los efectos civiles, se denominan compañero y compañera permanente, al hombre y la mujer, o a las personas del mismo sexo, entendiendo por comunidad, la convivencia formal o material, de forma permanente y singular, cuya intención no es otra que la voluntad de fundar una familia, con todo lo que ello supone, y que, por consiguiente, la comunidad de vida que conformaron, sí es constitutiva de la institución en comento, cuyo reconocimiento dependerá, además, de que los integrantes de dicha relación la hayan preservado y continuado en el tiempo.

96.
También se debe precisar, que una cosa es la conformación de la unión marital de hecho al tenor del artículo 1º de la Ley 54 de 1990, y otra es la conformación de la sociedad patrimonial contemplada en el artículo 2º ibídem, tal como lo ha sostenido la jurisprudencia citada , pues la primera no depende de un término concreto, sino de la voluntad para conformarla, de la singularidad de la relación, y del acompañamiento constante y permanente, que permita vislumbrar estabilidad y compromiso de vida en pareja; y la segunda, que regula las relaciones económicas de esta forma de familia, sí requiere un tiempo mínimo de dos (2) años para que sea presumida por ministerio de la ley o pueda ser declarada judicialmente o de manera voluntaria.
97.
Establecido lo anterior, vale decir, que la compañera permanente es beneficiaria de la pensión de sobrevivientes, aun en el evento de contar con un vínculo matrimonial siempre que cumpla los requisitos para ello, pues si de un lado, el causante puede favorecer con su pensión post mortem a dos personas simultáneamente, estas son, a su conyugue supérstite por haber mantenido el vínculo matrimonial vigente al momento de su deceso, pero con sociedad conyugal disuelta; y a su compañera permanente al haber acreditado que convivió los últimos años de su vida con el fallecido en las condiciones anotadas; también podemos decir por otro lado, que puede ser beneficiaria de la pensión de sobrevivientes en su calidad de compañera (o) permanente, aun cuando esta tenga un vínculo conyugal con otra persona, porque también puede tener aquel título; dicho de otra manera, la persona reclamante de la pensión de sobrevivientes, puede hacerlo en su calidad de compañera (o) permanente, aun cuando esté casada, porque igual que el de cujus, puede tener ambos vínculos concomitantes para estos efectos, el convencional y el de hecho.»

[…]

(Resalta la Sala)

54. Se tiene entonces, que lo que se pretende diferenciar es que si bien una persona puede tener un vínculo matrimonial vigente de cara a la ley, es decir, no ha disuelto su vínculo, ello no implica que no pudiese haber construido una relación marital de hecho con otra persona y es por ello, que allí se debe privilegiar los aspectos reales de la situación fáctica que se alega. Para ello deben darse los siguientes presupuestos: i) debe acreditarse la vida en común de manera permanente en los últimos cinco años del causante, ii)  esa convivencia mutua debe estar revestida de los elementos de apoyo, auxilio, socorro y solidaridad, conforme se ha definió por la jurisprudencia
, y iii) no debe existir vida marital con la persona de la cual se predica vínculo matrimonial vigente. 

55. En consecuencia, ante dos situaciones: i) vínculo matrimonial vigente y ii) una situación marital de hecho a la que la ley le asigna consecuencias jurídicas en materia de seguridad social – pensión, contenidos en la ley, resulta necesario que se acrediten las condiciones necesarias para ser considerados como compañera (o) permanente.

2. Análisis de la Sala del caso particular
56. Para contextualizar, se debe tener en cuenta que la demandante accionó el medio de control con el fin de obtener la nulidad de la Resoluciones RDP 037427 de 14 de septiembre de 2015, RDP 010410 de 7 de marzo de 2016 y RDP 011684 de 14 de marzo del mismo año, por medio de las cuales la Subdirectora y la Directora de Pensiones de Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, respectivamente, le negaron el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, al encontrar que tenía un vínculo matrimonial vigente y concomitante desde 1971 con otra persona que no era el causante, según Registro Civil de Matrimonio celebrado el 4 de diciembre de ese año, situación que según la entidad demandada, le impedía hacerse acreedora de tal derecho.
57. El tribunal en primera instancia, accedió a las pretensiones de la demanda. Para ello, analizó lo atinente a la pensión de sobrevivientes y dijo que «el Decreto Reglamentario 1160 de 1989, en sus artículos 12 y 13, exigía que la compañera permanente reclamante de la sustitución pensional fuera soltera o que acreditara la terminación del vínculo matrimonial anterior, por medio de decisión judicial; sin embargo, el Consejo de Estado en ejercicio de la pública de nulidad, declaró la nulidad de los apartes de los artículo 12 y 13, que establecían tales requisitos»
. 
58. Después de analizar las pruebas allegadas, el a quo estableció que la demandante convivió con el causante por 16 años y conformaron un hogar en el que nacieron dos hijas. Agregó que pese a que la demandante estuvo casada antes de iniciar dicha relación con el señor José Nelson Rivera, no podía predicarse una convivencia simultánea, pues se demostró que la relación de ella con el causante fue singular y nunca convivió con su esposo. 
59. En orden de desatar la apelación de la entidad demandada, y siendo que al resolver el primer problema jurídico, se estableció que a pesar de que una persona tenga un vínculo matrimonial vigente con otra diferente al causante con la cual no convive, esta situación no le impide constituir una vida marital de hecho con él, de manera que, la Sala debe determinar si la demandante, en calidad de compañera permanente, cumple con los requisitos para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes.

60. En efecto, le corresponde a la Sala a través de las pruebas aportadas y las declaraciones practicadas determinar si en este caso se dio la convivencia efectiva en los términos establecidos por la jurisprudencia de ésta corporación, de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia antes referidas, es decir, atendiendo el criterio material de convivencia más que el propio vínculo matrimonial. Se procederá a valorar las pruebas aportadas:

a.
Registros de nacimiento de Claudia Lorena y Paola Andrea Díaz Chamorro, en los que aparecen como hijas de la demandante y del causante, señor Emeterio Díaz, nacidas el 29 de abril de 1974 y 26 de noviembre de 1975, respectivamente.
 

b.
Declaraciones extra juicio rendidas a petición del causante el 30 de enero de 1976 ante el Juzgado Trece Civil Municipal de Cali por los señores Héctor Fabio Enciso y Floresmiro Hurtado Quijano
, con el propósito de que expusieran sobre la convivencia de los señores Díaz Chamorro, el nacimiento de su hija y el sustento de la esposa e hija con su trabajo en el Instituto de Crédito Territorial. Los declarantes afirmaron que conocían a la demandante y al causante, de quienes dijeron que convivían desde hace muchos años, que procrearon a su hija Paola Andrea Díaz Chamorro y que el peticionario velaba por el sustento de su esposa e hija. Indicaron también que el causante les suministraba vivienda, alimentación, vestuario, médico, drogas y lo demás para subsistir.
c.
Declaraciones rendidas a petición del causante el 30 de mayo de 1974 ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Cali por Hilda Fajardo y José Holmes Yusti Mayor
, quienes dieron cuenta del nacimiento de Claudia Lorena Díaz Chamorro, hija de la demandante y el causante, afirmaron sobre la convivencia entre ellos. Analizado el contenido de las anteriores declaraciones, la Sala constata que fueron dadas para efectos del reconocimiento del subsidio familiar por la referida menor.  

d.
Según el Registro Civil de Defunción de 8 de septiembre de 1988, expedido por el Notario Doce del Círculo de Cali, el señor Emeterio Díaz Sánchez falleció el 13 de julio de ese año. En el documento aparece que quien acudió al manifestar el suceso fue el señor Freddy García
.

e.
Mediante Resolución 22728 de 21 de abril de 1993, la Caja Nacional de Previsión Social dispuso lo siguiente: i) reconocer pensión de invalidez post mortem al señor Emeterio Díaz Sánchez, a partir del 14 de julio de 1988, día siguiente a su fallecimiento, ii) reconocer en favor de sus hijas, en partes iguales de la prestación, a Claudia Lorena hasta el 29 de abril de 1992 y a Paola Andrea, hasta el 26 de noviembre de 1993 y iii) negó el reconocimiento a la demandante en calidad de compañera permanente
, actuación que no fue recurrida por la demandante.
f.
En los folios 40 y 40 vuelto del expediente aparece copia de la Resolución 000266 de 1° de diciembre de 1998, por medio de la cual la Caja Nacional de Previsión Social reconoció, diez años después del deceso del causante, el seguro por muerte a Claudia Lorena Díaz Chamorro y Paola Andrea Díaz Chamorro, en el 50% de la prestación para cada una de ellas, en condición de hijas, quienes figuran como beneficiarias. En el acto se afirma que la prestación fue girada a la demandante en calidad de representante legal de las menores. 

g.
Por medio de la Resolución RDP 037427 de 14 de septiembre de 2015, la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, negó la petición presentada por la demandante el 30 de noviembre de 2015, tendiente al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, al encontrar que tenía un vínculo matrimonial vigente y concomitante desde 1971 con otra persona que no era el causante y declaración de liquidación de sociedad conyugal de 13 de febrero de 1998
. 
h.
La anterior decisión fue recurrida por la demandante el 12 de noviembre de 2015. El recurso de reposición fue desatado por medio de la Resolución RDP 010410 de 7 de marzo de 2016 y el de apelación, a través de la Resolución RDP 011684 del día 14 del mismo mes y año, por medio de las cuales la Subdirectora y la Directora de Pensiones de Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, respectivamente, confirmaron la negativa inicial
. 
i. Visibles a folios 29 a 32 del expediente, se allegaron declaraciones extraprocesales rendidas ante la Notaría Segunda de Cali por Luz Dary Chamorro Muñoz, Ana Isabel Girón, Jairo Antonio Lenis y la demandante, María Ofelia Chamorro Muñoz, todas de 20 de junio de 2016, donde se afirmó sobre la convivencia de la demandante con el causante desde el año 1972 y hasta la fecha de su muerte, que tuvieron dos hijas Claudia Lorena y Paola Andrea Díaz Chamorro y que el causante era quien proveía el hogar. Estas declaraciones se valoraran en conjunto con los testimonios que se recibieron con el propósito de ratificarlas. 

j. En efecto, en la Audiencia de Pruebas realizada el 24 de abril de 2017, cuya grabación está contenida en el C.D anexo a folio 121 del expediente, se recibieron los testimonios previamente decretados y solicitados por la parte demandante para ratificar las anteriores declaraciones, es decir, de los señores Ana Isabel Girón, Jairo Antonio Lenis Díaz y Luz Dary Chamorro Muñoz
. Veamos:

k. La testigo Ana Isabel Girón, quien dijo ser amiga de las hijas de la demandante, manifestó lo siguiente:

« […] PREGUNTADO: Dígale al Despacho, si sabe, durante cuánto tiempo convivieron juntos la señora María Ofelia Chamorro Muñoz y el señor Emeterio Díaz Sánchez. CONTESTÓ: Ellos vivieron aproximadamente desde el año 72, que tengo conocimiento que ellos se fueron a vivir juntos y de ahí nació Claudia Lorena y Paola Andrea. PREGUNTADO: Dígale al Despacho porque razón, si usted los conoció en el año 85, usted sabe desde que fecha ellos convivían: CONTESTÓ: porque yo he sido  cercana a la casa por la amistad con Claudia Lorena y Paola Andrea, entonces uno conversa cosas y se da cuenta de cosas que han pasado en años  anteriores a los que uno las ha conocido. PREGUNTADO: Dígale al Despacho, si sabe, para el momento en que falleció don Emeterio Díaz Sánchez convivía con la señora María Ofelia Chamarro Muñoz. CONTESTÓ: Si señora, el convivía con ella y cuando estuvo enfermo él estuvo ahí fue en la casa, después de que lo operaron, después que empezó a empeorar  él murió ahí en la casa de Floraria. PREGUNTADO. Dígale al Despacho, si sabe, si el señor Emeterio Díaz Sánchez tenía alguna otra relación de convivencia familiar con otra persona diferente a la de la señora María Ofelia Chamorro Muñoz. CONTESTÓ: no, que yo supiera no, siempre lo vi en su casa todos los días PREGUNTADO: Dígale al Despacho, si sabe a qué se dedicaba el señor Emeterio Díaz Sánchez. CONTESTÓ: él trabajaba con el Instituto de Crédito Territorial, no recuerdo el puesto, era supervisor, algo así. PREGUNTADO. Para el momento de su muerte, antes de la enfermedad, él se encontraba trabajando CONTESTÓ: Si él trabajaba. PREGUNTADO: Dígale al Despacho, si sabe, con posterioridad a la muerte del señor Emeterio Díaz Sánchez, quien ha sufragado los gastos de manutención de la señora María Ofelia Chamarro Muñoz. CONTESTÓ: las hijas fueron las que se hicieron cargo de doña Ofelia. PREGUNTADO: Dígale al Despacho, si sabe, si las hijas de la señora María Ofelia Chamorro son beneficiarias de pensión en razón de la muerte del señor Emeterio Díaz Sánchez. CONTESTÓ: No señora, no son beneficiarias. PREGUNTADO: No son beneficiarias? CONTESTÓ: no. PREGUNTADO: Dígale al Despacho, si sabe, más o menos que edades tenían las hijas de la señora María Ofelia Chamorro cuando murió el señor Emeterio Díaz. CONTESTÓ. A ver Paolita tendría, no recuerdo bien, ella tiene ahora 40 y, Lorena tiene 43 años la otra en este momento tiene 42. La apoderada de la parte demandada interrogó a la testigo […] PREGUNTADO: En una respuesta anterior usted afirmó que cuando el señor Emeterio murió estaba en su casa en Floralia, acaba de decir que cuando él murió, recuerda la fecha cuando él murió porque estaba hospitalizado, quisiera que nos puntualice en donde murió él. CONTESTÓ. El murió en la casa pero yo recuerdo que el estuvo hospitalizado porque en el mismo momento estuvimos en el hospital departamental, el día en que yo iba saliendo, lo vi en la habitación del departamental, eso fue el 29 de abril salí yo del hospital, ese día lo vi a él allá en el hospital, pero al a él después lo llevaron a la casa y él murió en la casa, en julio PREGUNTADO. Acaba de manifestar que usted tenía  más o menos 16 años cuando él murió y que las niñas eran un poco menores, sabe usted después de que murió como se sostuvieron, cual fue su ingreso, quien las mantenía hasta que fueron mayores. CONTESTÓ: No realmente no tengo la certeza de decirle a usted quien las mantuvo, porque ellas eran menores que yo pero sé que doña Ofelia no ha trabajado, sé que el que llevaba las riendas de la casa era don Emeterio pero no sé de donde habrán salido los fondos, porque no tengo esa certeza. PREGUNTADO. De acuerdo a su respuesta, qué tan frecuente era el contacto con ese hogar, antes y después de la muerte de don Emeterio. CONTESTÓ: antes era la amistad con las niñas, después nos fuimos como acercando un poquito más porque para consolarlas porque ya eran amistad pero siempre hemos sido muy unidas, hasta ahora.»
Resaltado de la Sala.
l. Por su parte, el señor Jairo Antonio Lenis Díaz, residente del barrio  Floralia de la ciudad de Cali, quien afirmó conocer a la demandante desde el año 1972, dijo lo siguiente:

«PREGUNTADO: Usted conoce a la señora María Ofelia Chamorro Muñoz CONTESTÓ: si, desde el año 1972 hasta la fecha, como una persona honesta y correcta fue esposa directamente unión libre con el señor Emeterio Díaz Sánchez. PREGUNTADO: Por qué razón la conoció en el 1972. CONTESTÓ como vecino del barrio. PREGUNTADO. En qué barrio. CONTESTÓ: En el barrio La Rivera de Cali. PREGUNTADO. Cuéntele al Despacho don Jairo Antonio que conoció usted de la relación entre el señor Emeterio Díaz Sánchez y la señora María Ofelia Chamarro Muñoz. CONTESTO: que era una unión muy buena, de ahí nacieron dos hijas Claudia Lorena Díaz Chamorro y Paola Andrea Díaz Chamorro. PREGUNTADO: Recuerda usted o se enteró de la muerte del señor Emeterio Díaz Sánchez, por qué razón. CONTESTÓ: si doctora, fue una enfermedad que le dio pulmonar a la que le llamamos cáncer. PREGUNTADO. Cómo se enteró usted que él falleció. CONTESTÓ: porque ya nosotros vivíamos en el barrio Floralia, ya él vivía en el barrio fue cuando el murió directamente en 1988. PREGUNTADO: cuanto tiempo fueron vecinos usted con los señores Emeterio y María Ofelia. CONTESTÓ: Hasta el momento en que murió, y ahorita la conozco y siempre la he distinguido como una persona honesta y dedicada al hogar. PREGUNTADO. Explíquele al despacho por qué usted señala que los conoció en el año 1972 como vecinos del barrio La Rivera y actualmente son vecinos del barrio La Floralia CONTESTÓ. Porque ellos se vinieron a vivir en el barrio La Floralia. PREGUNTADO. Y usted también en la  misma época se fue a vivir en el barrio la Floralia?. CONTESTÓ: si yo vivo en el barrio la Floralia. PREGUNTADO. Y usted vivió en el barrio la Rivera. CONTESTÓ: No, yo no viví en el barrio La Rivera, lo conocí a él desde hace mucho tiempo cuando él trabajaba directamente con el Instituto de Crédito Territorial como inspector de obra y yo trabajaba en la Constructora Comasa de Occidente. PREGUNTADO. Sabe usted si la señora María Ofelia Chamorro Muñoz ha convivido con persona diferente al señor Emeterio Díaz Sánchez. CONTESTÓ: Hasta el momento, gracias a Dios, ha sido una persona muy honorable y responsable en su hogar, velando por sus hijas. PREGUNTADO: Supo usted si el señor  Emeterio Díaz Sánchez convivió con persona diferente a la señora Ofelia Chamorro Muñoz. CONTESTÓ: No sé, directamente no sé. PREGUNTADO. Sabe usted con quien convivía el señor Emeterio Díaz Sánchez hasta el día de su muerte CONTESTÓ: El murió directamente en la casa en el barrio la Floraria, donde vivía con su esposa y sus dos hijas. PREGUNTADO. Sabe, cuando él murió de qué vivían doña María Ofelia y sus hijas. CONTESTÓ: de lo de él, todos dependían de él, de su trabajo en el Instituto de Crédito Territorial […]. PREGUNTADO: De donde recibía la señora el dinero para mantener sus hijas. CONTESTO. Realmente, de la mano que le dieron sus hermanos, que le daban la mano, ha sido cabeza de hogar. Hasta que momento duró ese apoyo familiar y si tuvieron ese ingreso. CONTESTÓ Sus hermanas trabajaban y le daban la mano. PREGUNTADO. Algún detalle sobre la reclamación y la gestión en procura del reconocimiento de la pensión en la época. CONTESTÓ. Sé que ella está reclamando y por eso está reclamando. PREGUNTADO. Cuando el señor murió, usted sabe si doña Ofelia presentó reclamación por su pensión por sus hijas. CONTSTÓ. Hasta ahora en este proceso. PREGUNTADO Por qué recuerda la fecha de la muerte de don Emeterio. CONTESTÓ. Porque murió el 13 de julio de 1988, porque yo fui al entierro en la funeraria Los Olivos, fue enterrado en el cementerio Metropolitano del Norte. PREGUNTADO. Por qué recuerda exactamente la fecha. CONTESTÓ. Porque estuve allí. […]»

m. Y la señora Luz Dary Chamorro Muñoz, hermana de la demandante, informó lo siguiente:

« […] conozco a María Ofelia porque es mi hermana y a Emeterio Díaz Sánchez porque fue el marido de mi hermana durante 16 años, él trabajaba en el Instituto de Crédito de Territorial como supervisor de obras, ellos cuando se unieron nacieron dos niñas […] mi cuñado finalizando en el año 1988 se enfermó, estuvo hospitalizado lo entregaron y falleció de eficiema pulmonar, vivieron en Floralia hasta que falleció en octubre del 88, vivieron por un espacio de 16 años. […] PREGUNTADO: En la contestación de la demanda se dice que la prestación que su hermana reclama se le negó porque cuanto para la fecha de fallecimiento del señor Emeterio, ella aparecía en el Registro Civil como casada y con sociedad conyugal vigente, que sabe usted de esa situación. CONTESTO: Mi hermana se casó con Nelson Rivera obligada, y precisamente por esa misma obligación, el hombre en esa época se asustó y se fue y hasta el sol de hoy no volvimos a saber nada de él, de hecho, cuando mi cuñado falleció que ella pues fue a reclamar su derecho de pensión porque era su mujer y dependía de él y tenía sus hijas, le dijeron que tenía que solucionar ese problema del matrimonio y fue cuando hizo los papeles y tuvieron que hacer los edictos porque él nunca apareció. PREGUNTADO. Dígale al Despacho si su hermana tuvo hijos con el señor con que se casó. CONTESTÓ. Esa fue la razón por la cual mi papá la obligó a casarse. Ella se embarazó de ahí salió mi sobrino Alexander Rivera, mi papá lo obligó a casarse […] PREGUNTADO. Cuando el señor Emeterio días murió quien pagó los gastos de sostenimiento de su hermano y sobrinas CONTESTÓ: mi sobrino Alexander Rivera salió a trabajar, los hermanos de Ofelia y los medios hermanos de mis sobrinas por parte de Emeterio, porque la relación era bien. […]. PREGUNTADO. Usted sabe si a partir de la muerte de don Emeterio y el tiempo en que ellas alcanzaron la mayoría de edad, ellas fueron beneficiarias de pensión de don Emeterio. CONTESTÓ durante el tiempo en que ellas estuvieron menores de edad  hasta que cumplieron la mayoría de edad y a ella se la negaron por el problema de no haber resuelto su matrimonio que aparecía vigente porque ella nunca había hecho papeles hasta el día en que empezó a hacerlos porque lo necesitaba. PREGUNTADO. Dígale al Despacho si sabe cuánto tiempo sus sobrinas se beneficiaron de la pensión de Don Emeterio. CONTESTÓ. No estoy muy segura, mi sobrina estaba estudiando como hasta los 22, creo que fue así. La apoderada de la parte demandante. PREGUNTADO. Cuanto tiempo duró el tiempo de la señora María Ofelia con el señor Rivera. CONTESTÓ. Ella estaba embarazada, mi papá lo obligó a casarse y hasta ahí fue el matrimonio, el no conoce a mi sobrino. Preguntado. En el momento en que falleció el señor Emeterio con quien estaba conviviendo. Con mi hermana […] PREGUNTADO, declara  usted hechos que datan de 1972 por qué los recuerda. CONTESTÓ: porque fue muy formal y especial con mi sobrino por eso uno lo recuerda […]»

61. Como se indicó, para acreditar su condición de compañera permanente del finado, la demandante aportó las declaraciones juramentadas de Ana Isabel Girón, Jairo Antonio Lenis Díaz y Luz Dary Chamorro Muñoz, rendidas en la Notaría Segunda de Cali el 20 de junio de 2016, personas que acudieron a la diligencia de testimonios llevada a cabo en la audiencia de pruebas
, respecto de las cuales se procede a efectuar la siguiente valoración, con el ánimo de establecer si ellas acreditan los requisitos establecidos en las normas y la jurisprudencia, de la siguiente manera: 

62. La testigo Ana Isabel Girón, quien dijo conocer a la demandante y al causante en el año 1985, relató que ellos vivieron aproximadamente desde el año 72, que se fueron a vivir juntos y de ahí nacieron Claudia Lorena y Paola Andrea, y a preguntársele por qué si los conoció en ese año 85, sabía desde que fecha convivían, indicó que porque había sido cercana a la casa por la amistad con las hijas. Del referido testimonio, se establece que la declarante tiene conocimiento de que Claudia Lorena y Paola Andrea eran descendientes del causante y del trato de hijas y padre entre ellas y el señor Emeterio Díaz. La testigo dio cuenta sobre el último tiempo de convivencia entre el demandante y la causante, indicando que él murió en la casa y relató las circunstancias referidas a la hospitalización del causante y el acompañamiento por parte de su compañera. 

63. El testigo Jairo Antonio Lenis Díaz, quien afirmó ser vecino de la demandante en el barrio La Floralia de la ciudad de Cali y conocer a la demandante desde el año 1972, al interrogársele sobre con quien convivía el señor Emeterio Díaz Sánchez hasta el día de su muerte contestó que él murió directamente en la casa en ese barrio, donde vivía con su esposa y sus dos hijas, relató sobre las circunstancias que le constaban en su condición de vecino de ese hogar y dio cuenta sobre la dependencia económica de la compañera y sus hijas respecto del causante. 

64. Por su parte, lo aducido por la testigo Luz Dary Chamorro Muñoz, hermana de la demandante da cuenta de los siguientes hechos: i) del vínculo anterior, es decir, del matrimonio anterior de la señora María Ofelia Chamorro Muñoz con el señor Nelson Rivera, ii) de la separación de los esposos y, iii) de la convivencia de la demandante con el causante.

65. En efecto, la testigo Chamorro Muñoz, coincidió en indicar, como lo afirmó el testigo Lenis Díaz, que posterior al momento de la muerte del causante, la demandante tuvo que acudir a la ayuda de otras personas de su familia para asegurar su subsistencia, de donde se deduce la dependencia económica indicada anteriormente. 
66. La lectura de los testimonios practicados y solicitados para probar la convivencia, que no fueron tachados por la demandada, y las documentales al ser valoradas en su conjunto con las declaraciones juramentadas de Ana Isabel Girón, Jairo Antonio Lenis Díaz y Luz Dary Chamorro Muñoz, rendidas en la Notaría Segunda de Cali el 20 de junio de 2016, nos muestran que la demandante logra acreditar su condición de compañera permanente del finado, pues la información que dieron en esa oportunidad fue corroborada por el a quo en la diligencia de testimonios llevada a cabo en la audiencia de pruebas
, de donde se deduce la validez de dichas afirmaciones, y por ende, la existencia de la unión aludida.
67. También se allegaron las declaraciones rendidas a petición del causante el 30 de enero de 1976 ante el Juzgado Trece Civil Municipal de Cali por los señores Héctor Fabio Enciso y Floresmiro Hurtado Quijano
,  y de 30 de mayo de 1974 ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Cali por Hilda Fajardo y José Holmes Yusti
, para efectos del reconocimiento del subsidio familiar, de donde se deduce el ánimo de permanencia y exclusividad con que el causante constituyó su unión con la demandante.
68. Igualmente, la Sala observa que la accionante presentó con el libelo de la demanda los Registros Civiles de Nacimiento
 de las 2 (dos) hijas que tuvo con el señor Emeterio Díaz Sánchez (Q.E.P.D.), a saber: la primera, Claudia Lorena, nacida el 29 de abril de 1974 y la segunda Paola Andrea Díaz Chamorro, el 26 de noviembre de 1975, es decir que ellas fueron dadas a luz con intervalo de año y medio, de donde se puede deducir una comunidad e intención de vida marital, vínculo que se mantuvo hasta el momento de la muerte del causante, como se afirmó de manera uniforme por los testigos, circunstancia que demuestra que la relación era permanente y singular, circunstancia que en definitiva comporta que la demandante tiene derecho a la pensión de sobrevivientes en su calidad de compañera permanente.
69. Lo anterior, mantiene la línea expuesta en la sentencia de 16 de julio de 2015, proferida por esta Corporación, Sección Segunda, Subsección A
, en la cual se indicó, que para acreditar la unión marital de hecho, no es necesaria la declaración judicial y que en aquellos casos en que se ha procreado uno o más hijos y la convivencia, el interesado se libera de dicha carga probatoria.
70. En palabras de la Subsección:  
« Como regla general se ha precisado que el cónyuge o compañero (a) permanente supérstite para tener derecho a la pensión de sobrevivencia debe acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte, exigencia de la cual se libera el interesado cuando haya procreado uno o más hijos con el pensionado fallecido.
  

En el presente asunto no es materia de discusión que la señora […] y el señor […] convivieron como compañeros permanentes hasta la fecha del fallecimiento de este último, y que de dicha unión nacieron dos hijas de nombres […] pues de ello dan cuenta de un lado, la versión de los testigos […] y de otro, los registros civiles de nacimiento de las citadas hijas […]. 

[…] de acuerdo a lo expuesto la demandante cumplió con la carga de la prueba que le permite acceder a la pensión de sobreviviente en calidad de compañera permanente del causante señor […], sin que sea necesaria la declaratoria judicial de la unión marital de hecho como lo esgrimió la entidad demandada en el acto acusado y la contestación de la demanda, porque ese requisito no está previsto expresamente en la Ley, por lo que para la Sala no resulta aceptable dicha exigencia.» (Resalta la Sala)

71. En conclusión, de las pruebas allegadas se puede concluir que la demandante y el finado tuvieron vida marital de hecho bajo las condiciones y fines que esta comprende, pues de las declaraciones juramentadas y los testimonios, se observa que convivieron durante 13 años hasta el día de su fallecimiento.
72. Así las cosas, la Sala encuentra que los argumentos de la apelación no están llamados a prosperar, pero si las pretensiones de la demandante, razón por la cual, será confirmada la decisión del a quo que dispuso el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a la demandante en su calidad de compañera permanente del señor Emeterio Díaz Sánchez (Q.E.P.D.). 
73. Ahora bien, la Sala observa que la pensión de sobrevivientes fue reconocida, en las proporciones de ley, por medio de la Resolución 22728 de 21 de abril de 1993 a las 2 (dos) hijas del causante a saber: la mayor de ellas, Claudia Lorena Díaz Chamorro, nacida el 29 de abril de 1974 y a Paola Andrea Díaz Chamorro, nacida el 26 de noviembre de 1975.
74. Sobre este aspecto, la Sala precisa que si bien no reposan en el plenario los actos administrativos mediante los cuales la entidad demandada fue extinguiendo la pensión de las hijas del finado, se debe decir que de acuerdo con la información revelada por la UGPP en la Resolución 037427 de 14 de septiembre de 2015, se dispuso que Claudia Lorena Díaz Chamorro, disfrutaría de la prestación  hasta el 29 de abril de 1992 y Paola Andrea Díaz Chamorro hasta el 26 de noviembre de 1993 o hasta cuando acreditaran su incapacidad para trabajar en razón de estudios.
75. De lo anterior se colige que la pensión de sobrevivientes desde el mes de abril de 1993 se acrecentó en el 100% en favor de la hija menor de la actora, Paola Andrea Díaz Chamorro, a quien se le extinguió el 26 de noviembre de 1996, fecha en que alcanzó la mayoría de edad
 y en consecuencia, a partir de esa fecha la demandante tendría derecho a la pensión en el 100% de la prestación.
76. Sobre este aspecto, es necesario tener en cuenta que las pretensiones de la demanda entrañan derechos laborales que por su naturaleza son imprescriptibles  como lo es la pensión sin que ello implique que el derecho a percibir las mesadas prescriba al cabo de tres años a partir de su exigibilidad. Por tanto, la reclamación administrativa de un derecho interrumpe la prescripción porque se hizo dentro del tiempo previsto en la ley.
77. Para lo cual, la Sala tendrá en cuenta la fecha de presentación de la demanda, ocurrida el 2 de agosto de 2016
, toda vez que la demandante consolidó el derecho a percibir la pensión de sobrevivientes el 13 de julio de 1988, fecha del deceso del causante y pidió su reconocimiento mediante peticiones de 24 de mayo de 1993
 y 30 de junio de 2015
, dejando transcurrir más de 10 años para demandar, de modo que las mesadas causadas con anterioridad al 2 de agosto de 2013, se encuentran prescritas, tal como lo determinó el a quo.
78. En conclusión, las pruebas presentadas por la señora María Ofelia Chamorro Muñoz acreditan la convivencia con el señor Emeterio Díaz Sánchez por 13 años, y permiten determinar que en realidad hubo una convivencia sólida, constante y permanente bajo un mismo techo durante ese periodo, razón por la cual acreditó el cumplimiento de los requisitos necesarios para hacerse acreedora al reconocimiento de la sustitución de pensión de invalidez del causante. En consecuencia de todo lo anterior, se confirmará la sentencia apelada.
2.6 Costas procesales.-

79. Las costas, son las erogaciones económicas en que incurre una parte a lo largo del proceso en aras de sacar avante la posición que detenta en el juicio, y que se representan en los gastos ordinarios, las cauciones, el pago de los honorarios a los peritos, los gastos de publicaciones, viáticos, entre otros; que encuadran en lo que se denomina expensas. Así mismo, se comprenden en esta noción, los honorarios de abogado, que en el argot jurídico son las agencias en derecho.
80. De esta manera, el artículo 188 del CPACA establece que salvo en los casos donde se discute un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas atendiendo para efectos de liquidación y ejecución lo previsto en normatividad procesal civil.
81. En uso de dicha remisión, se tiene que los artículos 365 y 366 del CGP, regulan su condena y liquidación, de cuyo contenido se extrae que la parte vencida será condenada a su pago y que se hará en la sentencia o auto que resuelva la actuación que la originó, indicando además el valor de las agencias en derecho, que serán incluidas en la liquidación. Seguidamente, se prevé el trámite para la liquidación en cabeza del Secretario que deberá hacerla, para la posterior aprobación por parte del juez.
82. Sin embargo, la jurisprudencia de la Sala
 en dicha temática ha precisado que el artículo 188 del CPACA entrega al juez la facultad de disponer sobre su condena, lo cual debe resultar de analizar diversos aspectos dentro de la actuación procesal, tales como la conducta de las partes, y que principalmente aparezcan causadas y comprobadas, siendo consonantes con el contenido del artículo 365 del CGP antes mencionado; descartándose así una apreciación objetiva que simplemente consulte quien resulte vencido para que le sean impuestas.
83. En el caso, la Sala haciendo un análisis sobre la necesidad de condenar en costas a la parte vencida del proceso, atendiendo los criterios ya definidos por la jurisprudencia, echa de menos alguna evidencia de causación de expensas que justifiquen su imposición a la parte demandada, quien dentro de sus facultades hizo uso mesurado de su derecho a la réplica y contradicción. Por ello, esta sentencia se abstendrá de condenar en costas al demandado.
Decisión de segunda instancia.

84. Por las razones que anteceden se confirmará la sentencia de primera instancia proferida el 27 de julio de 2017 por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca que accedió a las pretensiones de la demanda formulada por la señora María Ofelia Chamorro de Muñoz en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA
PRIMERO: CONFIRMAR CON MODIFICACIÓN la sentencia de 27 de julio de 2017, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, por medio de la cual accedió a las pretensiones de la demanda incoada por la señora María Ofelia Chamorro Muñoz en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social; excepto el numeral QUINTO que se REVOCA y en su lugar, la Sala se abstiene de condenar en costas al vencido, conforme lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Se reconoce personería a la abogada Karina Vence Peláez, como apoderada de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, de conformidad con el poder conferido, visible a folio 197 del expediente.

TERCERO: Por la Secretaría de la Sección Segunda, regresar el expediente al Tribunal de origen.

Por la Secretaría de la Sección Segunda, regresar el expediente al Tribunal de origen.

Notifíquese y cúmplase, 
La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la presente sesión.
    SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ
CARMELO PERDOMO CUÉTER                 CÉSAR PALOMINO CORTÉS 
� Los párrafos se enumeran en consecutivo para facilitar la consulta y cita de la sentencia.


� Informe visible a folio 201.


� Folios 63 y 63 vuelto.


� Folios 63 vuelto a 64 vuelto.


� En adelante el causante.


� Folios 135 a 142.


� Folios 148  a 151.


� Folios 198 a 200.


� “por la cual se reforman algunas disposiciones del sistema general de pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones sobre los Regímenes Pensionales exceptuados y especiales”.


ARTÍCULO 13. Los artículos 47 y 74 quedarán así: 


(…)


d) <Aparte tachado INEXEQUIBLE> A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de forma total y absoluta de este;(…)”


� “Por el cual se prevé la integración de la seguridad social entre el sector público y el privado y se regula el régimen prestacional de los empleados públicos y trabajadores oficiales.”


� “Por el cual se reglamenta el Decreto 3135 de 1968.”


� “Artículo 34. En caso de fallecimiento de un empleado público o trabajador oficial en servicio, las prestaciones a que haya lugar se pagarán a los beneficiarios que a continuación se determinan, así: 1. La mitad al cónyuge sobreviviente y la otra mitad a los hijos legítimos y naturales del empleado o trabajador en concurrencia estos últimos en las proporciones establecidas por la ley civil.


2. Si no hubiere cónyuge sobreviviente ni hijos naturales, la prestación corresponderá íntegramente a los hijos legítimos.


3. Si no hubiere hijos legítimos la porción de éstos corresponde a los hijos naturales en concurrencia con el cónyuge sobreviviente.


4. Si no hubiere cónyuge sobreviviente, ni hijos legítimos, el monto de la prestación se dividirá así: la mitad para los padres legítimos o naturales y la otra mitad para los hijos naturales.


5. A falta de padres legítimos o naturales, llevarán toda la prestación los hijos naturales.


6. Si no concurriere ninguna de las personas indicadas en este artículo, llamadas en el orden preferencial en el establecido, la prestación se pagará a los hermanos menores de edad y a las hermanas del extinto, previa comprobación de que dependían de él para su subsistencia.”


� “ARTÍCULO 92. TRANSMISIÓN DE LA PENSIÓN. Cuando fallezca el pensionado por invalidez, jubilación o retiro por vejez, su cónyuge y sus hijos menores de dieciocho (18) años o incapacitados para trabajar por razón de estudios o por invalidez, que dependieren económicamente del causante, tendrán derecho a percibir la respectiva pensión durante los dos (2) años subsiguientes al fallecimiento del pensionado.”


� “Por el cual se transforman en vitalicia las pensiones de las viudas.”


� “por la cual se dictan algunas disposiciones sobre régimen de pensiones de jubilación.”


� Adicionado desde el inciso 7º en adelante por el Acto Legislativo No. 01 de 2005. 


� “por la cual se reforman algunas disposiciones del sistema general de pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones sobre los Regímenes Pensionales exceptuados y especiales.”


� Texto subrayado declarado exequible por la Corte Constitucional mediante � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=11659" \l "0" �Sentencia C-1094 de 2003�.�





� Radicación No. 25000-23-25-000-2007-00832-01 (0548-09) Consejero Ponente Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, en la que se reconoció una pensión de sobrevivientes con base en la aplicación retrospectiva de la Ley 12 de 1975, a pesar de que el fallecimiento había ocurrido en octubre de 1970.


� Consultar entre otras decisiones, la sentencia de 12 de junio de 2014, proferida dentro del proceso identificado con el número 540012331000200301297 01 (2336-2013). En esa oportunidad la Sala examinó el caso de una compañera permanente que convivió con el causante durante un lapso no inferior a 38 años debidamente acreditados, a quien le fue negado el reconocimiento de la sustitución pensional en tanto el pensionado mantenía vigente una unión conyugal. 


� expediente 66001-23-33-000-2013-00309-01(0399-16), Consejera Ponente Doctora Sandra Lisset Ibarra Vélez


� Sentencias T-043 de 2008 (MP. Manuel José Cepeda Espinosa),  T-177 de 2008 (MP. Rodrigo Escobar Gil), T-089 de 2007 (MP. Manuel José Cepeda Espinosa, T-606 de 2005 (MP. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-424 de 2004 (MP. Álvaro Tafur Galvis), T-1283 de 2001 (MP. Manuel José Cepeda Espinosa), entre otras.


� Sentencia C-1035 de 22 de octubre de 2008.


� T-566 de octubre 7 de 1998, M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz; C-080 de febrero 17 de 1999, M. P. Alejandro Martínez Caballero; T-425 de mayo 6 de 2004, M. P. Álvaro Tafur Galvis; T-921 de noviembre 17 de 2010, M. P. Nilson Pinilla Pinilla.


� C-595 de 1996, T-660 de 1998, entre otras.


� Corte Suprema de Justicia, sentencia de 8 de agosto de 2006, proferida dentro del radicado 27079.


� C.P. Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, Número interno 0723-12.


� Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez, expediente Radicación número: 47001-23-33-000-2014-00137-01(1901-17)


� Consultar, entre otras, la sentencia de 1° de diciembre de 2016, Expediente 66001-23-33-000-2013-00309-01(0399-16), Consejera Ponente Doctora Sandra Lisset Ibarra Vélez


� Sentencia Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo,  de 8 de julio de 1993.


� Folios 33 y 34 y archivos 14 y 15 del medio magnético, visible a folio 98A


� Visibles a folios 25 a 27


� Visibles a folios 27 a 28 vuelto


� Folio 35


� Folios 6 a 9.


� Folios 11 a 12 vuelto.


� Folios 14 a 17.


� Respecto de la ratificación de declaración de los señores Héctor Fabio Enciso, Floresmiro Hurtado Quijano, José Holmes Yusti Mayor e Hilda Franco, se dispuso su valoración en la sentencia debido a que fallecieron.


� CD visible en el folio 121.


� CD visible en el folio 121.


� Visibles a folios 25 a 27


� Visibles a folios 27 a 28 vuelto


� Folios 33 y 34 y archivos 14 y 15 del medio magnético, visible a folio 98A


� C.P. Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez, Rad. 4044-13


�   Consejo de Estado – Sección Segunda –. Expediente No. 25000-23-25-000-2001-00885-01 (1374-05). Sentencia 30 de abril de 2009. Magistrado Ponente: Alfonso Vargas Rincón. Actor: Paula Cristina Hurtado – contra – Departamento de Cundinamarca.  





� Según archivos 14 y 15 del medio magnético, visible a folio 98A. 


� Según acta de reparto de folio 59


� Anexo 2 medio magnético de folio 98ª.


� Según aparece en el acto acusado a folio 11 del expediente.


� Sentencia del 19 de enero de 2015, No. Interno 4583-2013, Consejero Ponente Gustavo Eduardo Gómez Aranguren; Sentencia del 16 de julio de 2015, No. Interno 4044-2013, Consejera Ponente (e) Sandra Lisset Ibarra Vélez.





